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RESUMEN: Como consecuencia de un contexto económico adverso, España está experimentando la mayor reestructuración bancaria hasta ahora conocida. De la mano de la normativa comunitaria y con gran aceptación entre las Cajas de Ahorro, los Sistemas Institucionales de Protección irrumpen en la esfera bancaria con el objetivo de reforzar los recursos propios de las entidades de crédito garantizando su solvencia y liquidez. Este nuevo instrumento jurídico ofrece interesantes posibilidades, sobre todo a las Cajas de Ahorro, para afrontar las nuevas exigencias de capital a través de la creación de grupos de cajas que permitan aumentar su tamaño y compartir riesgos. ABSTRACT: As a result of an adverse economic scenario, Spain is nowadays experiencing the largest bank restructuring known in years. Hand in hand with EU legislation and with great acceptance among its own savings banks, Institutional Protection Schemes break into the banking scene with the aim of hardening the very funds of credit institutions to ensure their solvency and liquidity. This new legal instrument offers interesting possibilities, especially towards savings banks, to meet new capital requirements through the creation of peer groups that will allow an increase in size and share risks.
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I.- INTRODUCCIÓN
La situación de crisis, que asola desde 2007 la mayoría de las economías del panorama internacional, ha irrumpido en el ámbito financiero de los países desarrollados poniendo a prueba su solidez y fortaleza. Esta realidad no ha pasado desapercibida en el sistema bancario español sino que ha sacado a relucir los excesos y desequilibrios acumulados durante los períodos de bonanza. 
Ante la continua erosión del sistema financiero y las frecuentes dudas sobre la viabilidad de algunas entidades de crédito, sobre todo Cajas de Ahorro, las autoridades españolas se han visto constreñidas a adoptar una serie de medidas que contribuyen a la mayor reestructuración del sistema bancario español, acelerando así, el proceso de concentración en el que éste ya se encontraba inmerso. 
En este contexto surgen en la práctica bancaria los denominados “Sistemas Institucionales de Protección”, más conocidos por el acrónimo SIP, como alternativa frente a otras fórmulas de integración empresarial para afrontar las principales dificultades financieras del sector. Gozando de gran aceptación, sobre todo en el ámbito de las Cajas de Ahorro, esta nueva fórmula de agrupación de entidades de crédito se presenta como una institución jurídica prácticamente desconocida hasta fechas recientes y aún generadora de ciertas confusiones conceptuales y terminológicas.
II.- EL PROCESO DE REESTRUCTURACIÓN BANCARIA

1.- Las Cajas de Ahorro: breve recorrido hasta la situación actual

El sector de las Cajas de Ahorro ha desempeñado un papel destacado en el sistema bancario al gestionar los ahorros de gran cantidad de hogares españoles y forjar el importante activo que constituye “La Obra Social”. Desde la aparición de las primeras Cajas de Ahorro en el s. XIX hasta la década de los 80 del s. XX, este tipo de entidades de crédito experimentó una considerable proliferación hasta rondar la centena. Dicha década constituye el punto de inflexión respecto a la forma de crecimiento de las cajas al apreciarse a partir de entonces una definida tendencia a la concentración. 
La crisis económica y financiera internacional, iniciada a mediados del año 2007 y recrudecida tras la quiebra de la compañía financiera Lehman Brothers, ha incidido notoriamente en el sistema bancario español obligando a acelerar, de forma hasta el momento nunca vista, el proceso de concentración en que el sistema ya se encontraba inmerso. En cuanto a las Cajas de Ahorro, los efectos de la crisis han sido muy perniciosos y han puesto de relieve la inviabilidad tanto de su modelo jurídico como de su sistema de crecimiento, así como los grandes desequilibrios acumulados en la anterior fase expansiva como consecuencia de la alta exposición al sector inmobiliario. 

Ante una situación económica tan adversa, amén de las limitaciones propias de este tipo de entidades de crédito para generar recursos de máxima calidad o categoría, surgen avivados debates respecto de la necesidad de reformar el actual modelo de cajas, de buscar nuevas fórmulas jurídicas que permitan afrontar la situación e incluso de una reestructuración del sistema bancario en su conjunto. 
En respuesta a la necesaria adaptación al contexto económico e inmerso en el actual proceso de reestructuración bancaria, el sector de las cajas de ahorro ha experimentado en el último año el mayor cambio de su historia, aproximándose así a la culminación de su proceso de concentración. De este modo, de las cuarenta y cinco cajas existentes a principios del año 2010 se cuenta en la actualidad con quince Cajas de Ahorro o grupos de ellas, entre los que hay siete fusiones y cinco SIP. 

2.- El proceso de reestructuración bancaria. El reto para las Cajas de Ahorro

La consecuencia más inmediata de la crisis en el ámbito bancario español es la adopción de una estrategia de reestructuración del sistema bancario para paliar, o al menos amortiguar, el impacto de ésta. Se persigue, por un lado, el fortalecimiento de las entidades bancarias a través de la creación de grupos sólidos capaces de competir en condiciones más exigentes y complejas y, por otro lado, restaurar la confianza en el sistema financiero reforzando su solvencia y liquidez.

En cumplimiento de dichos propósitos, se crea la figura del Fondo de Reestructuración Ordenada Bancaria (FROB) a través de la promulgación del Real Decreto-ley (RDLey) 9/2009, de 26 de junio, sobre reestructuración bancaria y reforzamiento de los recursos propios de las entidades bancarias. Se trata de una medida excepcional de financiación pública, de carácter transitorio, sujeta a la evolución de la situación financiera, que persigue dos propósitos: a) gestionar los procesos de reestructuración de entidades de crédito incapaces de superar por sí mismas las dificultades del sector y que, por tanto, vean comprometida su viabilidad y b) promover los procesos de integración entre entidades viables dirigidos a asegurar su viabilidad futura y mejorar su eficiencia a medio plazo mediante el reforzamiento de sus recursos propios.
Otra de las medidas adoptadas en el ámbito de la reestructuración del sector bancario español ha sido la reforma de la conocida como “Ley de Cajas” mediante el RDLey 11/2010, de 9 de julio, de órganos de gobierno y otros aspectos del régimen jurídico de las Cajas de Ahorro. Una de las principales novedades introducidas por dicha reforma es que se permite a las Cajas de Ahorro captar recursos propios de máxima calidad en las mismas condiciones que otras entidades de crédito a través de la emisión de cuotas participativas con derecho a voto. Se trata de un cambio significativo en el régimen jurídico de las cajas [basado en un esquema fundacional] que fomenta la capitalización de este tipo de entidades bancarias facilitando el acceso de capital privado en las mismas. A su vez, las cajas pueden mantener su modelo tradicional u optar entre: 1) ejercer indirectamente su actividad a través de un banco controlado por ellas al que hayan aportado todo su negocio financiero, 2) transformarse en una fundación de carácter especial, perdiendo, por tanto, su condición de entidad de crédito y traspasando su actividad financiera a otra entidad de crédito o bien, por último, 3) agruparse con otras entidades de crédito para formar un SIP participando en las acciones del banco que actúe como entidad central del mismo. 
El proceso de reestructuración bancaria parecía llegar a su fin en la segunda mitad de 2010 con el vencimiento del plazo fijado por el Banco de España para que las entidades de crédito presentasen sus planes de viabilidad y solicitasen sus ayudas al FROB. Sin embargo, en noviembre de 2010 surgió un nuevo acaecimiento de la crisis de deuda soberana, cuyo epicentro tuvo lugar en Irlanda, que volvió a sembrar la desconfianza en los mercados financieros ocasionando un efecto contagio. Como reacción, las autoridades refuerzan las exigencias de transparencia y de solvencia en todo el sector bancario en un intento de consolidar la confianza en el sistema y ahuyentar cualquier duda sobre su fortaleza. A este respecto, el RDLey 2/2011, de 18 de febrero, para el reforzamiento del sistema bancario, contribuye a dicho propósito y abre una segunda oleada de integraciones en el proceso de reestructuración.
III.- LOS SISTEMAS INSTITUCIONALES DE PROTECCIÓN

1.- Aproximación a los SIP
Las normas surgidas a raíz de un escenario de crisis económica y financiera internacional han sido enmarcadas, en opinión de un autorizado sector de la doctrina, como “Derecho de la crisis económica” al nacer como consecuencia de ésta pero con la intención de perdurar tras su finalización. Así, en esta espiral de cambio, los SIP penetran en la práctica bancaria como una institución jurídica alternativa a la tradicional fusión, preventiva de la insolvencia y, por tanto, de la declaración de concurso, para reforzar la posición competitiva de las entidades de crédito a través de un aumento de tamaño y del aprovechamiento de sinergias. 
Sin embargo, los SIP no gozan de una definición legal que delimite su significado y alcance sino que son asumidos por la normativa bancaria como una realidad existente a la que, en caso de reunir ciertas condiciones, se le asocian determinados efectos o beneficios. Por tanto, se puede adelantar, incluso antes de conocer su sentido, que no existe un solo tipo de SIP ni que éste haya de cumplir, todas o exclusivamente, las condiciones señaladas por las normas, siendo distinto en función del alcance y cobertura de su configuración jurídica. Tal circunstancia implica que de cada uno de los requisitos legalmente establecidos no se pueda extraer una definición universal de este nuevo instrumento jurídico, al venir referidos a un tipo particular de SIP. No obstante, en aras de facilitar su comprensión cabría entender al SIP, grosso modo, como un instrumento jurídico para la agrupación de entidades de crédito que, por medio de un acuerdo contractual, permite la asunción de riesgos y el establecimiento de una garantía de apoyo recíproco entre las entidades que lo integran ante situaciones de dificultad financiera.
El origen de los SIP reside en la Directiva comunitaria 2006/48 del Parlamento Europeo y del Consejo, siendo la Ley 36/2007 la encargada de transponer dicha Directiva al ordenamiento interno. No obstante, este último texto legal advierte que sólo realiza parcialmente el ejercicio de transposición de la norma comunitaria y que el proceso culminará en disposiciones de rango inferior como consecuencia de la especificación técnica de la Directiva. Así, a través del Real Decreto 216/2008 y la Circular 3/2008 del Banco de España se culmina la referida transposición a través de una reproducción casi literal de la norma comunitaria prescindiendo de cualquier adaptación a las características de nuestro sistema bancario e incluso a las referidas especificaciones técnicas. Posteriormente, hasta cinco RDLeyes (9/2009, 6/2010, 11/2010, 2/2011 y 3/2011) se refieren a los SIP para tratar de regular sus diferentes aspectos así como parchear lo ya regulado según el devenir de la situación económica-financiera, obviando por completo aspectos esenciales tales como el procedimiento de constitución e implantación de un SIP, su repercusión en el ámbito  laboral o el régimen de extinción o disolución del SIP. Tanto la duplicidad normativa como el abuso de la vía del RDLey reflejan una deficiente técnica legislativa y la ineficiencia de las normas promulgadas.
En otro orden de ideas, entre los principales rasgos distintivos del SIP es preciso destacar el mantenimiento de la identidad y personalidad jurídica de cada uno de sus miembros, lo que permite minimizar los efectos drásticos propios a otras formas de uniones de empresas. Estos argumentos, junto con otros tales como la conservación de la capacidad de decisión respecto de competencias no delegadas –como es el caso de la gestión de la Obra Social– han impulsado sobre todo a las Cajas de Ahorro a adoptar dicha fórmula. Así, además de configurarse los SIP como un mecanismo de reforzamiento de solvencia y liquidez que permite responder a las exigencias y necesidades actuales de las Cajas de Ahorro, son concebidos como una fórmula de concentración alternativa a la fusión que permite sortear el tradicional veto político a este tipo de operaciones entre cajas de diferentes Comunidades Autónomas, manteniendo su forma jurídica y denominación social.

2.- Régimen jurídico

El SIP es una creación jurídica que se rige por un acuerdo contractual que ha de explicitar el régimen legal del propio sistema así como todas las circunstancias de administración y organización que promuevan su correcto y eficiente funcionamiento. La importancia de este acuerdo, cuyo contenido tiene carácter vinculante, reside en la delimitación de las obligaciones y compromisos  establecidos por los miembros del SIP y las competencias otorgadas a su entidad central. De este modo, siempre que se cumpla el contenido mínimo y se respeten los Principios Generales del Derecho, el acuerdo contractual puede variar según su alcance y nivel de integración, pudiendo llegar a convertirse en un verdadero contrato de grupo al igual que el SIP en un grupo paritario o por coordinación de base contractual.
En cuanto a la forma del acuerdo contractual no se dispone previsión alguna en la norma. No obstante, debido a la complejidad de su contenido y los aspectos a desarrollar no sería viable poder contemplar cualquier otra forma que no fuera la escrita. Es más, de la envergadura de los compromisos adquiridos en conexión con la necesaria constancia registral de las entidades de crédito y el principio de titulación pública que rige el Registro Mercantil, se desprende la necesidad de que el acuerdo contractual o el contrato de grupo del SIP se eleve a escritura pública.
La normativa del SIP se centra en un momento inicial, a través del RDLey 216/2008, en los requisitos necesarios para la asignación de una ponderación de riesgo del 0% a las exposiciones entre los miembros del SIP y por tanto que no computen como riesgo de crédito a efectos de requerimientos de recursos propios. A continuación, mediante el RDLey 11/2010, se añaden determinadas condiciones para la consideración del SIP como grupo consolidable. De las principales exigencias legales de los SIP se desprenden dos aspectos generales. En primer lugar, en cuanto a la consideración del SIP como grupo consolidable, se advierte como la propia práctica bancaria ha influido en el aspecto teórico, al positivar la norma el marco legal de una realidad ya existente y en adelantado estado de desarrollo. En segundo lugar, la amplitud de potestades relativas al SIP concedidas al Banco de España, tanto respecto de la autorización de los beneficios de orden regulatorio como de la verificación de los requisitos necesarios para alcanzar la consideración de grupo consolidable, hace que el diseño de esta nueva figura jurídica quede prácticamente a merced del criterio del supervisor bancario español.
Doctrinalmente se viene distinguiendo entre SIP en sentido estricto y SIP reforzado. El primero –también calificado de débil o blando– es aquél previsto en la literalidad de la Directiva comunitaria 2006/48, del RDLey 216/2008 o de la anteriormente referida Circular del Banco de España y su objetivo no es otro que el de facilitar la circulación de capitales. Por su parte, el SIP reforzado presenta un desarrollo adicional a la normativa básica de los SIP que contribuye a reforzar los recursos propios garantizando la solvencia y liquidez siempre que resulte necesario. Así, bajo esta denominación, el SIP puede llegar a entenderse como una modalidad de integración cuya vestidura jurídica natural –que no exclusiva– sería la del grupo contractual. De hecho, el SIP reforzado se corresponde con la realidad observada en la práctica bancaria suponiendo, más allá de la mera coordinación de políticas, una fórmula de integración que se presenta como un grupo por coordinación de base contractual que gira en torno a una entidad central.

Respecto a la naturaleza jurídica del SIP, cada una de las entidades del sistema ha de revestir por imperativo legal una forma jurídica determinada. Sin embargo, el propio SIP, como instrumento de agrupación de entidades de crédito perfectamente diferenciables entre sí pero merecedor de un tratamiento unitario, no tiene establecida una vestidura jurídica que permita atribuirle una determinada naturaleza más allá del carácter asociativo que reviste. En cualquier caso, la naturaleza jurídica del acuerdo contractual sería la encargada de determinar la naturaleza del propio SIP al contener las características y elementos esenciales por los que se rige el mismo. No obstante, la atipicidad del acuerdo contractual dificulta dicha atribución por lo que resulta necesaria la equiparación del SIP, mediante el criterio de aplicación analógica, a otras figuras jurídicas típicas afines para suplir las posibles lagunas que se pudieran derivar del acuerdo contractual. 
IV.- REFLEXIÓN FINAL

La presente síntesis refleja el punto de partida de la investigación de un nuevo instrumento jurídico destinado a perdurar en el tiempo. Así, los SIP se enmarcan en el seno de un proceso de reestructuración bancaria cuya misión es adaptar los pilares del sector financiero a un contexto económico adverso, con el consiguiente fortalecimiento para afrontar situaciones venideras. 
Los SIP presentan una especial trascendencia en el ámbito económico y jurídico actual al contemplar cuestiones coyunturales de máxima actualidad y presentar una especial complejidad y precisión técnica. El objeto de estudio abarca nuevos campos jurídicos a explorar debido tanto a su novedosa, insuficiente y atropellada regulación como a las aún escasas aportaciones doctrinales publicadas y la nula jurisprudencia al respecto.
Tras esbozar el hilo conductor de la actual investigación jurídica, a través del análisis del marco legal de esta nueva instrumento jurídico y el contexto en el que surgen, cabe plantearse las diversas cuestiones jurídicas que pueden derivarse del mismo a la vez que se realiza un estudio comparado de la experiencia internacional. 
Partiendo de una visión amplia, una vertiente del estudio se ha de corresponder con una aproximación al grupo contractual y el entendimiento del SIP como fórmula de integración. En este sentido, procede estudiar, desde un enfoque teórico, la procedencia del SIP como grupo de sociedades así como los contratos de grupo y grupos contractuales en nuestro Ordenamiento Jurídico. Desde un punto de vista práctico, cabe plantearse si los SIP como grupo integrado se manifiestan como una figura jurídica en auge por necesidad de las entidades de crédito o por imposición del Banco de España.
En un siguiente estadio e indagando ya en la propia figura de agrupación de entidades de crédito, conviene desarrollar una línea de investigación destinada a escrutar la constitución e implantación del SIP así como su estructura corporativa y órganos de gobierno. En cuanto a los procesos de constitución e implantación cabe destacar la ausencia de regulación expresa por lo que es necesario acudir a otras instituciones jurídicas que arrojen algo de luz sobre las distintas formas de constitución del SIP (con o sin creación de una nueva entidad) y las autorizaciones necesarias. Respecto al segundo aspecto, es preciso abordar la dualidad corporativa de una figura jurídica que agrupa a un conjunto de entidades de crédito en torno a una entidad central, así como la profesionalización de los órganos de gobierno de las Cajas de Ahorro tras el RDLey 11/2010.
Por último, para completar el análisis de la figura jurídica propuesta, interesa afrontar el tratamiento fiscal y contable, al amparo de la situación tras el RDLey 2/2011 y la reforma introducida en el Texto Refundido de la Ley del Impuesto de Sociedades, en la medida que el SIP puede ser un grupo consolidable. 
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